En la ciudad de General San Martín, a los 6  días del mes de mayo de 2011 se reúnen en acuerdo ordinario los jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, Ana María Bezzi, Jorge Augusto Saulquin y Hugo Jorge Echarri para dictar sentencia en la causa Nº 2.498/11, caratulada "Beguerie de Ruiz, María Celina Julieta C/ Municipalidad de San Isidro S/ expropiación inversa". Establecido el siguiente orden de votación, de acuerdo al sorteo efectuado: Saulquin, Bezzi y Echarri, el tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver:

 ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?
V O T A C I O N 
El señor juez. Jorge Augusto Saulquin dijo:



I.   A fs.70 la señora jueza subrogante a cargo del Juzgado de Primera Instancia N°1 en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de San Isidro, con fecha 12 de noviembre del 2010 resolvió: 1) Hacer lugar a la excepción de cosa juzgada planteada por la demandada Municipalidad de San Isidro. 2) Imponer las costas en el orden causado (art. 37 de la Ley 5.708).


II. Para así resolver tuvo en cuenta y consideró:


II.I. Que el Dr. José Miguel López Alconada, en carácter de letrado apoderado de la parte actora interpone demanda de expropiación inversa contra la Municipalidad de San Isidro, persiguiendo el cobro de la indemnización conforme la Ley 5.708, por la afectación en forma parcial de parte del inmueble de su propiedad sito en la localidad de Martínez, Partido de San Isidro, designado catastralmente como Circunscripción III, Sección B, Fracción I, Parcela 23 B1, con inscripción de dominio en la matrícula 29973.


II.II. Que contestando el traslado de la demanda,  se presentan los Dres. Roberto Gabriel Mateo y Norma Inés Repun, apoderados de la Municipalidad de San Isidro (v. poder fs. 42), oponiendo excepción de cosa juzgada y sostienen  que en cumplimiento de lo dispuesto por la ordenanza expropiatoria 7282, se inició juicio de expropiación con relación a la parcela 23 B, en un proceso caratulado: "Municipalidad de San Isidro C/ Beguerie de Ruiz Frias María Celina Julieta S/ Expropiación", causa nº 28481, que tramitó por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº 7 Departamental, y en dicha causa se dictó sentencia, con fecha 14 de septiembre de 1998, haciendo lugar a la expropiación y fijando el valor a pagar.


Que entre el municipio accionado y la demandada se firmó acuerdo de pago y se abonó la totalidad del precio, siendo percibido en su totalidad, “por lo que el reclamo carece de justificación alguna, solicitando la imposición de costas a la parte actora”.



II.III. Que la actora contesta la excepción opuesta y se allana al planteo de cosa juzgada, solicitando se impongan las costas por su orden.


II.IV. Que el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Nº 7 Departamental remite, en carácter ad effectum videndi, la causa nº 28481.


II.V. Que la quo sostiene que el allanamiento es una declaración unilateral ante el tribunal, quién en ejercicio de un derecho en disponibilidad admite la legitimidad de las pretensiones jurídicas de la contraparte, acto que tiene como efecto principal relevar al juzgador del estudio de los hechos, pudiendo dictarse sentencia admitiendo la acción, con el debido resguardo de principios de orden público que pudiere comprometerse (art. 307 C.P.C.C., Alsina “Tratado....” T.II Pág. 141).


“Que habiéndo la parte actora ejercido tal facultad, y conforme lo que surge de fs. 83/85, 101/103, 116, 119 vta. y 122 vta. de la causa remitida ad effectum videndi, he de admitir la excepción de cosa juzgada”. 


Con relación a las costas considera que
“…En razón a lo dispuesto por el artículo 37 de la Ley 5.708, las costas se imponen en el orden causado…”.


III. A fs. 76/77 la Dra. Inés Repun por sí, y por su apoderada, apela el pronunciamiento, en lo que se refiere a la imposición de costas por su orden que fuera fundado en el art. 37 de la ley 5.708; y formula en lo sustancial, los siguientes agravios:


a) Que oportunamente  su parte solicitó imposición de costas a la contraria fundado ello en su conducta maliciosa.


b) Que a pesar de ello la sentenciante nada dijo al respecto  limitándose en el fallo a invocar el art. 37 de la ley de expropiación. “…Adolece el decisorio de los requisitos exigibles para validar la opinión del juez, ya que no existe alegación o refutación alguna acerca de los numerosos fundamentos esgrimidos por mi pate, lo que torna nulo en lo que a este tópico se refiere. No es analogable la situación descripta por la norma ya que se configuró en la especie los supuestos que ameritan la imposición del CCA y la pacífica jurisprudencia relativa al allanamiento en los supuestos de temeridad y morosidad. Reiterando lo expresado en su oportunidad, como puede ser creíble que la actora olvidó que percibió la cuantiosa indemnización abonada por mi mandante? Conductas como la descripta no encuentran amparo”. 


c) Que luego de citar jurisprudencia en respaldo de su posición y de reiterar el pedido de multa, agrega: “…si nos circunscribimos al marco regulado por el CPCC el principio que gobierna el instituto es el que surge del art. 68 del ritual, no existiendo circunstancias excepcionales que excluyan su aplicación la regla general impide que el contrario sea dispensado. En este caso, existe acaso una sola circunstancia que admita la excepción?”. 


d) Que cita nuevamente jurisprudencia en la que se limitan los casos de la carga de las costas en caso de allanamiento y agrega “…el allanamiento como instituto inspirador de la eximición de costas, ha sido pensado para liberar al demandado, cuando por supuesto no ha actuado con temeridad o malicia, no prevé la inconducta del actor…”


e) Que las facultades procesales como todas las demás deben ser  revisadas a la luz del art. 512 y 902 del CC. No son plausibles afirma, las excusas traída por la contraparte. 


f) Que el accionar de la actora al iniciar la presente causa ha sido temerario y agrega que “… El desacierto en la postulación del sentenciante surge de la reconstrucción del comportamiento histórico de las partes en este proceso, la normativa informa como relevante el mismo para calificar deónticamente la conducta y en este sentido, si cobró, forzosamente su accionar es temerario y malicioso. Las respuestas a nuestro planteo por parte de la contraria  son insustanciales y anclan en la contestación del oficio realizado por la Comuna, ese razonamiento es circular ya que obvia la cuestión esencial, la actora percibió la indemnización, se encontraba inhibida para volver a accionar. La omisión o preterición de las constancias esenciales con relación a este capítulo, tornan arbitrario el fallo…”, por lo que solicita sea revocado y se carguen las costas a la actora.


IV. A fs. 81/82 la actora contesta el traslado rechazando las alegaciones efectuadas por la parte demandada. Explica las razones por las que procedió a la iniciación de la acción: ”Como a mi parte se le cobraba la Tasa Municipal de Alumbrado Barrido y Limpieza sobre la totalidad de la las parcelas 22B y 23B, incluida la parte afectada a la calle motivo de autos, concurrió en reiteradas oportunidades a la Municipalidad (Oficina de Catastro) a consultar sobre a situación jurídica y dominial de las parcelas 22B y 23B de propiedad de mi parte. Recibiendo siempre por respuesta que ellos no tenían antecedentes sobre el tema y la única forma de aclararlo era que nosotros hiciéramos confeccionar un plano de mensura por nuestra cuenta”


Continúa diciendo la parte actora que frente al desconocimiento de su parte se iniciaron los autos “La Celina S.A. y Berguerie de Ruiz Frias, María Celina J. c/ Municipalidad de San Isidro s/medida preliminar”, que tramitó por ante ese mismo Juzgado Contencioso. En lo que se refiere a la parcela 22B manifiesta el informante que se cedió a favor del municipio con relación a dicha parcela  una franja de 533,54m2 sobre el total de la parcela que ascendía a 2.419,35 m2 resultando en la actualidad el total de la parcela  una superficie de 1885,81m2. “Para corroborar la cesión que expresa la demandada acompaña copia de la misma firmada por el Dr. Jorge Sabatini por la Comuna y por el Sr. Juan Carlos Ruiz por la cedente”. (El destacado no pertenece al original.


 En lo que se refiere a la parcela objeto de la expropiación manifiesta que el Municipio a través de la Asesoría Letrada contestó: “En cuanto a la parcela 23b, se cedieron 557,76 m.2 sobre el total de la parcela que ascendía a 2.930,65 m.2. resultando e la actualidad, el total de la parcela una superficie de 2.372,89 m.2.. Con relación  a la parcela 23B y teniendo como base la documentación acompañada al oficio en responde este Municipio toma nota de la rectificación de superficie, dispuesta según testimonio librado en los autos “Berguerie de Ruiz Frias, María Celina Julieta c/ Municipalidad de San Isidro s/usucapión”, que tramitaron por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial n°9 del Departamento Judicial de San Isidro, con fecha 16 de junio de 2007, y remitiré tal información a la Dirección de Catastro Municipal, a los fines de la confección de un nuevo plano de expropiación, ya que el ejecutado lo fue en base a la anterior inscripción de fecha junio de 1991, según consta en el presente informe”. 


Por lo expuesto solicita se rechace el recurso interpuesto por la parte demandada.


V. A fs. 93 y vta., este tribunal efectuó el correspondiente examen de admisibilidad y concedió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada.


VI.  De las constancias de la presente causa surge que:


A fs. 21/23 la actora presenta escrito de inicio de demanda con el objeto de instaurar acción de expropiación inversa contra la Municipalidad de San Isidro, “…persiguiendo el cobro de la indemnización cuyo importe posteriormente se determina conforme la ley 5.708, con más intereses, por la afectación en forma parcial  de parte del inmueble de su propiedad…”


Se refiere al inmueble C: III, S: B, F: I, Parcela 23b1, con inscripción de dominio matrícula 29973 del partido de San Isidro.


En dicho escrito y refiriéndose a los hechos manifiesta que su parte desconocía la situación jurídica de la parte de tierra afectada para la construcción de calle e inicia el juicio de medida preliminar referido más arriba. 


Manifiesta que la comuna informa que respecto a los las parcelas 22B y 23B se habían firmado con la Celina SA y con la actora respectivamente sendos convenios de avenimiento y agrega “Debo resaltar que la Asesoría Legal, pese a afirmar que las tierras fueron cedidas y que se suscribieron los respectivos convenios de avenimiento no acompañó el suscripto por mi parte (propietaria de la parcela 23B), sino que solamente acompañó uno suscripto por “La Celina S.A.” (parcela 22B). Cuando hace referencia a la parcela 23B dice que “remitiré tal información a la Dirección de Catastro Municipal a los fines de la confección de un nuevo plano de expropiación”

Luego y en lo que aquí entiendo interesa, afirma en el escrito de inicio que “No habiendo la demandada ofrecido, ni depositado suma alguna al inicio de las obras, ni tampoco iniciado juicio de expropiación parcial, los actores en el ejercicio de sus legítimos derechos y conforme los términos de la ley 5708 recurren ante V.S. mediante la presente demanda a fin de obtener el pago de la indemnización establecida en los arts. 8, 10 ss. cc. de la citada ley 5708”. 


VII. Del expediente administrativo y de las otras causas agregadas, haré referencia a las constancias que son relevantes para la resolución del presente caso:


VII.I. Expediente Administrativo N° 9871 C, Municipalidad de San Isidro.


A fs. 294/296 corre agregada copia de la sentencia de expropiación, de fecha 14 de septiembre de 1998,  recaída en los autos “Municipalidad de San Isidro c/ Beguerie de Ruiz, María Celina Julieta s/ expropiación”, que tramitara por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 7 del Departamento Judicial de San Isidro, y por la que se hace lugar a la demanda entablada de expropiación con referencia a la parcela 23B.


A fs. 297 corre agregada la copia del proveído dictado, con fecha 25 de octubre de 1999 en los autos de expropiación indicados precedentemente en el que se homologa el acuerdo de las partes, se regulan honorarios y se ordena giro a favor de la demandada por la suma de $21.317,58. 


En al alcance Nro. 4 del expediente administrativo 9871, corre agregado a fs. 15/16 corre agregado el convenio de avenimiento entre el Municipio y La Celina SA por el que esta última cede gratuitamente al municipio respecto de la parcela 22B.   


VII.II. Juicio “Municipalidad de San Isidro c/ Beguerie de Ruiz, María Celina Julieta s/ expropiación”, iniciado en el año 1995 por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 7 del Departamento Judicial de San Isidro.


a) La actora inició la causa en el año 1995 y la parte demandada no contestó demanda y se le tuvo por perdido su derecho.

b) A fs. 83/85, corre agregada la sentencia que hace lugar a la demanda y declara operada la expropiación del inmueble sito en el Partido de San Isidro: Circunscripción: III, Sección: B, Fracción I,  Lote 23B, Partida N° 101754, Matrícula 29973; y ordena que el inmueble sea inscripto a nombre de la Municipalidad de San Isidro.  


c) A fs. 99 se presenta la demandada por apoderado (Dr. Cesar Estanislao Arroquia) y pide se libre giro pesos 21.317,58, en concepto de capital y suma que fuera oportunamente depositada por la actora.


d) A fs. 101/102 corre agregado escrito de acuerdo entre las partes, a saber:

Capital de la sentencia          $ 50.198,40 

Deposito a cuenta inicio juicio  

   $ 21.317,58


Saldo capital              $ 28.880,82


Intereses (22%)            $ 21.317,58


Total adeudado             

   $ 35.234,60


Forma de pago:

15/12/1999           $ 10.000,00

5/2/2000             $ 10.000,00

10/3/2000            $ 15.234,60

Total forma de pago              $ 35.234,60


   e) Constancias obrantes en autos de los giros retirados personalmente por la demandada Beguerie de Ruiz, María Celina Julieta:


Fs. 109vta. (26/10/1999)  

   $ 21.317,58


Fs. 116     (21/2/2000)   $ 10.000,00


Fs. 119vta. (8/3/2000)    $ 10.000,00


Fs. 122vta. (21/3/2000)   $ 15.234,60  

                              

   $ 35.234,60

Como podrá observarse Beguerie de Ruiz, María Celina Julieta, no solo llegó a un acuerdo sobre los intereses, ya que el capital surge de la sentencia, sino que también consta de las constancias de autos -conforme lo detallado precedentemente-, que percibió personalmente la totalidad del capital e intereses, correspondientes al juicio de expropiación por la parcela 23B.                                         

VII.III. Juicio “La Celina S.A. y otro/a c/ Municipalidad de San Isidro s/ medida cautelar autónoma o anticipada”.

Por ante el Juzgado de Primera Instancia N°1 en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de San Isidro, con fecha 30/9/2009, José M. López Alconada, abogado, t° XXVII, f° 293 CALP, como representante de “La Celina S.A.” y de María Celina Julieta  Beguerie de Ruiz, conforme copia de poder general, que adjunta -pasado por escritura N° 819, de fecha 27 de noviembre de 2001, por ante el escribano Alberto Ignacio Paz, titular del Registro N° 253 (fs.3/8)-, inicia demanda de medida preliminar contra la Municipalidad de San Isidro.


A fs. 33/36, corre agregado el escrito de inicio en los términos del art. 323 inc. 6° del CPCC.


Manifiesta que conforme “lo acredito con las fotocopias de los títulos de dominio de mis mandantes…” “La Celina S.A.” y María Celina Julieta  Beguerie de Ruiz son propietarios respectivamente de las parcelas 22B y 23B. Se indica expresamente que a la parcela 23B le corresponde la Partida 97- 101.754.


Manifiestan que estas parcelas estarían afectadas a expropiación, que “…mis mandantes fueron visitados reiteradamente por Autoridades Municipales para que cedieran gratuitamente las partes afectadas de las parcelas de su propiedad. Pero no recuerdan con exactitud en que situación jurídico dominial quedaron estas fracciones afectadas por la expropiación de la parte destinada a calle. Motivo por el cual han realizado consultas en la Municipalidad sin que les fueran evacuadas. Luego realizaron consultas en el Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia de Buenos Aires y no hay inscripciones al respecto…”


A fs. 60 el Dr. Roberto Gabriel Mateo, en representación del Municipio se presenta con copia de poder y siguiendo expresas instrucciones de su mandante contesta el traslado que se le ha conferido adjuntando el informe producido por la Asesoría de Gobierno.


A fs. 39 luce el citado informe que dice:


“San Isidro, 15 de enero de 201. Ref Expte E-12718-09. A: ASESORÍA LEGAL. Conforme lo requerido cumplo en informar que: 1) Como no es desconocido por las iniciadoras, fueron cedidas al Municipio las fracciones sujetas a expropiación según ordenanza 7282. La Celina S.A. y Sra. María Celina Julieta  Beguerie de Ruiz Frías suscribieron los respectivos convenios de avenimiento. La mencionada ordenanza (art. 6) permitía optar por la cesión gratuita, eximiéndolas en su caso del pago de mejoras, alternativa por la que optaron los oficiantes. 2) De conformidad a las previsiones de la referida norma (ord.7282), se cedió a favor del Municipio con relación a la parcela 22b, una franja de 533,54 mts.2, sobre el total de la parcela que ascendía a 2.419,35, resultando en la actualidad el total de la parcela una superficie de 1885,81 mts.2. En cuanto a la parcela 23b, se cedieron 557,76 m.2 sobre el total de la parcela que ascendía a 2.930,65 m.2.resultando en la actualidad, el total de la parcela una superficie de 2.372,89 m.2. Con relación  a la parcela 23b y teniendo como base la documentación acompañada al oficio en responde este Municipio toma nota de la rectificación de superficie, dispuesta según testimonio librado en los autos “Berguerie de Ruiz Frías, María Celina Julieta c/ Municipalidad de San Isidro s/usucapión”, que tramitaron por ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial n°9 del Departamento Judicial de San Isidro, con fecha 16 de junio de 2007, y remitiré tal información a la Dirección de Catastro Municipal, a los fines de la confección de un nuevo plano de expropiación, ya que el ejecutado lo fue en base a la anterior inscripción de fecha junio de 1991, según consta en el presente informe…”


A fs. 55/56corre agregada la copia del avenimiento firmado entre el municipio y “La Celina SA” con relación al inmueble 22b. No existe agregada constancia similar respecto de la parcela 23b.


La última actuación es la de fs. 61 por la que el señor juez ordena el traslado a la actora del informe y documentación y a esos efectos se notifique. 


No existe constancia de cédula librada ni ninguna presentación efectuada por la parte actora.


VIII. La normativa aplicable a la cuestión de costas traída a este tribunal.


VIII.I. Disiento con la a quo en cuanto fundó la imposición de costas en el artículo 37 de la ley 5708. Entiendo que en el presente caso no es aplicable dicha norma. 


Fundo lo expresado haciendo mío lo que entiendo correctamente resolviera la Cámara Contenciosa Administrativa con asiento en San Nicolás en la causa: "LARRED ANGELICA C/ MINISTERIO DE OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS S/ EXPROPIACIÓN INVERSA“, nº 704-94-2006, al sostener: “…respecto de la imposición de costas, el reparo efectuado por el expropiante no debe prosperar, ya que no resultan de aplicación en el caso, el artículo 37 de la Ley nº 5708, ni el artículo 71 del C.P.C.C. 


Por el contrario, deben imponerse las costas conforme lo indica el artículo 68 y ss del C.P.C.C., como obligación al vencido, toda vez que -como expresara la SCBA en fallo c87023 del 28 de junio de 2006, en el voto del Dr. de Lázzari- "en materia de expropiación inversa, rige el art. 37 de la ley 5708 para resolver la imposición de las costas, en tanto la controversia queda limitada a la fijación del 'precio' expropiatorio (conf. Ac. 45.768, sent. del 22IX1992 en 'Acuerdos y Sentencias', 1992III 458, Ac. 47.341, sent. del 11V1993), mientras que si la expropiante por vía directa o inversa opone excepciones o desconoce derechos del propietario, debe aplicarse lo dispuesto en el art. 68 del Código adjetivo (conf. Ac. 43.794, sent. del 8V1990 en 'La Ley', 1990D77, 'Acuerdos y Sentencias', 1990II36)."


En el mismo Acuerdo, la Sra. Jueza Kogan afirma en su voto "Al margen de la interpretación que propicio del art. 37 de la ley 5708 (...) la presente controversia no se limita a la fijación del monto indemnizatorio, sino que tal como señaló el tribunal a quo, la expropiante Fisco de la Provincia de Buenos Aires desconoció la procedencia misma de la indemnización, la depreciación del remanente, el costo de construcción de un puente (...), cuestiones en las que resultó claramente vencido."


VIII.II. En dicha inteligencia, a fin de determinar la normativa aplicable en lo atiente a las costas, creo oportuno tener presente que, el Código Contencioso Administrativo, ley 12008 con las modificaciones introducidas por la ley 13101, incorporó como casos incluidos en la materia contencioso administrativa a las expropiaciones (cfr. art. 2 ap. 9 del Código citado), no obstante lo cual, se encuentra vigente en la Provincia la ley General de Expropiaciones 5708. 

 
Bajo tales perspectivas, dadas las características especiales del régimen de expropiaciones, la doctrina y la jurisprudencia vigente en la materia, considero que no resulta ajustado aplicar, en este caso, de modo supletorio en materia de costas las disposiciones del artículo 51 del CCA. 

 
En efecto, reparo que la presente controversia no se limitó a la fijación del monto indemnizatorio, sino que se decidió acerca de la excepción de cosa juzgada opuesta por la Comuna, cuestión en la que, por los fundamentos que seguidamente expondré la actora resultó clara y objetivamente vencida. 

 
VIII.III. En consecuencia, corresponde analizar la cuestión a la luz de lo dispuesto por el CPCC en el Libro I, Título I, Capítulo V: 


 El artículo 68 establece como principio general: “La parte vencida en el juicio deberá pagar todos los gastos de la contraria, aun cuando ésta no lo hubiese solicitado”.


Pero en el apartado siguiente del mismo artículo establece la posibilidad de que: “…el juez podrá eximir total o parcialmente de esta responsabilidad al litigante vencido, siempre que encontrare mérito para ello, expresándolo en su pronunciamiento, bajo pena de nulidad”.


El artículo 70 establece las excepciones: “…No se impondrán costas al vencido: 


1°) Cuando hubiese reconocido oportunamente como fundadas las pretensiones de su adversario, allanándose a satisfacerlas, a menos que hubiere incurrido en mora o que por su culpa hubiere dado lugar a la reclamación. 
2°) Cuando se allanare dentro de quinto día de tener conocimiento de los títulos o instrumentos tardíamente presentados.


Para que proceda la exención de costas, el allanamiento debe ser real, incondicionado, oportuno, total y efectivo.


El artículo 307 del CPCC indica que el demandado podrá allanarse a la demanda en cualquier estado de la causa anterior a la sentencia. 


VIII.IV. No cualquier allanamiento da lugar a la aplicación de la excepción de condena en costas: “La norma del art. 14 de la ley 16.986 -de aplicación supletoria en los hábeas data- debe ser conjungada en el régimen general que establece el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Por ello, la vencida debe soportar la costas aunque se hubiese allanado a la pretensión de la contraparte cuando su conducta obligó a litigar”. ("Cadaveira, Enrique Adrián c/ Banco Central de la República Argentina s/ Hábeas Data -art. 43 CN-". CNCiv. y Com. Fed., Sala II. Diciembre 22-1998. ED, 188-598).  


No existe en autos ninguna circunstancia que permita apartarse del principio objetivo de la derrota para eximir del pago de las costas a la demandada vencida, pues fue su comportamiento lo que condujo a la promoción de las presentes actuaciones. ("Browne de Russi, Susana Beatríz y otro c/ Organización Veraz S.A.". C.N.Civ., Sala A, febrero 26-2001. ED, 193-21)


El Superior tribunal con fecha 16 de febrero de 2005, en la causa I. 2214, "Di Mantova, Cesar contra Municipalidad de Salto. Inconstitucionalidad del art. 4º de la Ordenanza 178/86", por mayoría consideró que las costas deben ser impuestas en el orden causado atento a mediar allanamiento real, incondicionado, oportuno, total y efectivo de la demandada (art. 70, C.P.C.C.). 



Téngase en cuenta que en el caso, a pesar del allanamiento el tribunal trató y consideró inconstitucional la ordenanza por la que se le vedaba al juez de faltas ejercer la profesión de abogado. Este es un típico caso de allanamiento en el que puede entenderse –como lo hizo la SCBA por mayoría-, le sea aplicable la excepción del artículo 70 del CPCC.


Por otro lado, entiendo no aplicables al caso de autos los precedentes del Superior tribunal en los que se aplicó el art. 37 de la ley de expropiaciones sobre la base de allanamientos oportunos (SCBA: C75413, 19/2/2002; C80003, 1/4/2004; C96936, 3/11/2010).


Por el contrario si corresponde tener presente lo resuelto por el Superior tribunal en la causa c87023 del 28 de junio de 2006, “Arbeleletche, Alberto D. y otra c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ expropiación inversa”. Dicha doctrina, que se menciona precedentemente (VIII.I.), entiendo es aplicable al caso de autos.


VIII.  Adelanto mi opinión en sentido favorable a la procedencia del recurso.


De todo lo relacionado y expuesto queda acreditado que la actora de autos inició por un lado el presente juicio para cobrar por una supuesta deuda que tendría con el demandado, por la afectación de la parcela 23b.


Que de la medida preliminar relacionada en el punto VII.III., más allá de sus inexactitudes, nunca pudo servir como base fundada para iniciar la presente causa. 


Si bien erróneamente el municipio manifiesta que el avenimiento se había efectuado respecto de las dos parcelas, de haber sido ello exacto, no tendría derecho al reclamo, siendo totalmente inconsistente el hecho que solo se haya agregado el avenimiento de la parcela 22b de La Celina SA.


Es que nunca existió un avenimiento respecto de la parcela 23b. Y es por ello que el municipio inicia el juicio de expropiación contra la aquí actora, como se relaciona pormenorizadamente en el punto VII.II.  


María Celina Julieta Beguerie de Ruiz, en el referido juicio de expropiación (VII.II), llega a un acuerdo sobre los intereses, ya que el capital surge de la sentencia.


De las constancias de autos surge que percibió personalmente la totalidad del capital e intereses, correspondientes al juicio de expropiación por la parcela 23B.


Esto sella la suerte de la aquí actora, quien pretendió cobrar vía la presente causa de expropiación indirecta, lo que ya había percibido en el juicio de expropiación directa.


El obrar de la aquí actora es a todas luces temerario, siendo sin lugar a dudas el allanamiento totalmente fuera de los principios que dan pie a la carga de las costas. 


En efecto, en el caso el allanamiento no cumple con los requisitos que exige el artículo 70 del CPCC.


La actora intenta justificar su obrar conforme se desarrolla en el punto II del presente.


Sin embargo, por lo que queda acreditado de manera indubitable en esta causa, no le cabe ninguna de las excepciones del art. 70 del CPCC, en particular la establecida en el inciso 2) “…Cuando se allanare dentro de quinto día de tener conocimiento de los títulos o instrumentos tardíamente presentados…”.

Es que la actora, tuvo conocimiento de la documentación que impedía iniciar este juicio, ya que ella misma firmó el acuerdo y cobró personalmente en el juicio de expropiación, lo que luego pretende volver a cobrar temerariamente en la presente causa.


Por todo lo expuesto propongo que las costas de la presente causa sean impuestas a la actora (art. 68 CPCC) y que se proceda a efectuar la correspondiente regulación de honorarios en primera instancia.


IX. Asimismo vengo a proponer, conforme lo solicitado por la parte demandada, la aplicación de la multa por el obrar temerario de la actora a su cargo y a favor de la demandada -art. 34 inc. 6 CPCC-, la que deberá ser determinada por el a quo al momento de regular honorarios y de conformidad a lo establecido por el art. 45 del CPCC.


X. Este obrar, es a tal punto temerario, que vengo a proponer al tribunal el libramiento del correspondiente oficio a la fiscalía ante la posible comisión de un delito de acción pública. ASÍ VOTO.            


Los señores jueces Bezzi y Echarri votaron en igual sentido  y por los mismos fundamentos.


Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

S E N T E N C I A


Por lo expuesto, corresponde: 1) hacer lugar al recurso interpuesto por la demandada y revocar parcialmente la sentencia imponiendo las costas a la a actora (art. 68 CPCC), procediendo el Juzgado de Primera Instancia a regular los honorarios; 2) hacer lugar a lo solicitado por la parte demandada y proceder a la aplicación de la multa por el obrar temerario a cargo de la actora y a favor de la demandada -art. 34 inc. 6 CPCC-, la que deberá ser determinada por el a quo al momento de regular honorarios y de conformidad a lo establecido por el art. 45 del CPCC.; 3) Se libre oficio a la fiscalía ante la posible comisión de un delito de acción pública; 4) Con costas a la actora en la presente instancia (art. 68 CPCC), difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad. Regístrese. Notifíquese y oportunamente devuélvase.
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